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Versión pública por supresión de datos personales
e información confidencial. Art. 30 LAIP.
Señor
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxx
Presente

En San Salvador, a las quince horas con cincuenta minutos del día ocho de enero de dos mil diecinueve; me refiero a su solicitud formulada a la Unidad de Acceso a la Información Pública de la Superintendencia del Sistema Financiero –en adelante SSF-, en fecha 2 de enero de 2019, y con referencia SSF-2019-0001, en el marco de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), por medio de la cual solicita lo siguiente:

“Copia certificada del expediente xxxxxxxxxx”
Sobre la información solicitada

Recibida y analizada la solicitud de información y el requerimiento que contiene, la Unidad de Acceso a la Información Pública, en el marco de las funciones que le establece el artículo 50 de la LAIP y a efecto de emitir la resolución a que hace referencia el artículo 72 de dicha ley, realizó la gestión con el área administrativa correspondiente, habiéndose obtenido como resultado las siguientes consideraciones:

1. El llamado Principio de Legalidad de la Administración Pública se encuentra consagrado en el Art. 86 de nuestra Constitución de la República, y literalmente reza: “Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley”. 

    Que el principio de legalidad aplicado a la Administración Pública ha sido reconocido en reiteradas resoluciones por la Sala de lo Contencioso Administrativo, sosteniéndose que, en virtud del mismo, la Administración sólo puede actuar cuando la Ley la faculte, ya que toda acción administrativa se nos presenta como un poder atribuido previamente por la ley, y por ella delimitado y construido. Lo anterior implica, que la Administración Pública únicamente puede dictar actos en ejercicio de atribuciones previamente conferidas por la ley, y de esta manera instaurar el nexo ineludible acto - facultad- ley. La habilitación de la acción administrativa en las distintas materias o ámbitos de la realidad, entendidas como sinónimos de habilitación: sólo con una habilitación normativa la Administración puede válidamente realizar actuaciones.

En tal sentido, en virtud del principio de legalidad las autoridades deben contar con una previa habilitación normativa para realizar lícitamente cualquier actividad, y su actuación debe moverse estrictamente en los ámbitos que las normas aplicables le faculten. 


2. Que la información solicitada por el peticionario, es información que ha sido obtenida y recabada por la Superintendencia del Sistema Financiero por Ministerio de Ley, y que, por dicha razón, se encuentra sometida a confidencialidad de conformidad a lo regulado en el artículo 33 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero (LSRSF), el cual señala: 

“Confidencialidad de la información. Art 33. La información recabada por la Superintendencia será confidencial y solo podrá ser dada a conocer al Banco Central, al Comité de Apelaciones del Sistema Financiero regulado por esta Ley, al Instituto de Garantía de Depósitos, a la Corte de Cuentas de la República en la fiscalización de fondos públicos, a la Fiscalía General de la República, a las autoridades judiciales cuando así Corresponda, a la Corte Suprema de Justicia y a otras instituciones cuando de forma expresa lo autorice la ley”.

Tal disposición es además congruente con lo establecido en el artículo 24, literal d. de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), que señala: 


 “Información confidencial. Art. 24.- Es información confidencial: d) Los secretos profesional, comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal por una disposición legal”, para el caso presente, por el ya citado artículo 33 de la LSRSF.

Finalmente, en virtud de lo anteriormente expuesto, el otorgamiento de la información requerida a terceros distintos de los consignados en el citado artículo 33 de la Ley de Supervisión y Regulación del Sistema Financiero, estaría violentando el principio constitucional de legalidad ya expuesto, así como también violentaría la naturaleza de la Superintendencia del Sistema Financiero como ente supervisor obligado por la Ley para resguardar la información recabada en el ejercicio de sus funciones y compartirla únicamente con los sujetos que la Ley señala de manera taxativa.

Por tanto, la suscrita Oficial de Información de la Superintendencia del Sistema Financiero emite la siguiente:

Resolución:

1. Denegar el acceso a lo solicitado por el peticionario xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, por constituir información confidencial.
2. Comunicar al peticionario la presente resolución a la dirección electrónica xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 
proporcionada en la solicitud de información.  
Sin otro particular,
NOTIFÍQUESE

ORIGINAL FIRMADO POR OFICIAL DE INFORMACIÓN
Carmine Portillo de Domínguez

Oficial de Información

Superintendencia del Sistema Financiero
Resolución UAIP.SSF-2019/0001
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